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Corte Constitucional
	 
          

          COMUNICADO No. 45
               Noviembre 20 y 21 de 2013

 


La exclusión de la prensa digital y escrita de los beneficios tributarios previstos en la Ley 98 de 1993 no configura una omisión legislativa relativa. La no extensión de tales beneficios a la prensa escrita y digital no desconoce la libertad de prensa e información, ni el derecho de autor consagrados en la Carta Política 
	  V.  EXPEDIENTE D-9638 -   SENTENCIA  C-837/13  (Noviembre 20)
       M.P. Luis Ernesto Vargas Silva 




1.
Norma acusada

LEY 98 DE 1993

(Diciembre 22) 

Por medio de la cual se dictan normas sobre democratización y fomento del libro colombiano
ARTÍCULO 2o. Para los fines de la presente Ley se consideran libros, revistas, folletos, coleccionables seriados, o publicaciones de carácter científico o cultural, los editados, producidos e impresos en la República de Colombia, de autor nacional o extranjero, en base papel o publicados en medios electro-magnéticos. 

Se exceptúan de la definición anterior los horóscopos, fotonovelas, modas, publicaciones pornográficas, tiras cómicas o historietas gráficas y juegos de azar.
ARTÍCULO 3o. Se entiende por empresa editorial la persona jurídica responsable económica y legalmente de la edición de libros, revistas, folletos o coleccionables seriados de carácter científico o cultural, pudiendo realizar su producción en talleres propios o de terceros, total o parcialmente.

ARTÍCULO 21. Las empresas editoriales constituidas en Colombia como personas jurídicas, cuya actividad económica y objeto social sea exclusivamente la edición de libros, revistas, folletos o coleccionables seriados de carácter científico o cultural, gozarán de la exención total del impuesto sobre la renta y complementarios, durante veinte (20) años contados a partir de la vigencia de la presente Ley, cuando la edición e impresión se realice en Colombia. Esta exención beneficiará a la empresa editorial aún en el caso de que ella se ocupe también de la distribución y venta de los mismos. 
2.
Decisión

Declarar EXEQUIBLES, por los cargos analizados en esta sentencia, las siguientes expresiones de la Ley 98 de 1993 “Por medio de la cual se dictan normas sobre democratización y fomento del libro colombiano”. 

1. La expresión “libros, revistas, folletos, coleccionables seriados o publicaciones de carácter científico o cultural”, contenida en el artículo 2º.

2. La expresión “revistas, folletos o coleccionables seriados de carácter científico o cultural”, contenida en el artículo 3º.

3. La expresión “sea exclusivamente la edición de libros, revistas, folletos o coleccionables seriados de carácter científico o cultural”, contenida en el artículo 21.

3.      Síntesis de los fundamentos 
En el presente caso, le correspondía a la Corte resolver (i) si se incurre en una omisión legislativa relativa cuando la Ley 98 de 1993 excluye de sus beneficios, particularmente de índole fiscal, a la prensa digital y escrita, brindándolos de forma específica a algunos impresos propios de la industria editorial; (ii) si impide el ejercicio de las libertades de información de fundar medios masivos de comunicación y la libertad de empresa, por el hecho de que la Ley 98 de 1993 excluye a la prensa escrita y digital de los beneficios en ella contenidos, entre ellos, la exención del impuesto a la renta de que trata el artículo 21 de esta normatividad; y (iii) si se desconoce el derecho de autor y se impide el acceso de las personas a la cultura en razón de que las normas acusadas excluyen a la prensa digital y escrita de los beneficios que concede a la industria editorial. 

La respuesta a los tres problemas jurídicos que plantea la presente demanda es negativa. A juicio de la Corte en las disposiciones acusadas no se incurre en una omisión legislativa relativa, por cuanto concurren varias diferencias entre los periódicos y la industria editorial en cuanto fenómenos económicos y comerciales, las cuales hacen razonable que el legislador disponga de un tratamiento diferenciado frente a los beneficios fiscales. Del mismo modo, la Corte ha evidenciado que ese tratamiento diferente no involucra una afectación de las libertades de información y prensa, así como de las libertades económicas. Las normas demandadas no prescriben ningún tratamiento específico y gravoso para la prensa digital y escrita, sino que se basan únicamente en la regla del deber general de tributación, que tiene raigambre constitucional. Con base en el mismo criterio, tampoco puede colegirse una limitación al acceso a los bienes culturales que ofrecen los periódicos, puesto que las disposiciones acusadas no incorporan restricciones de esa índole. Adicionalmente, se ha explicado en la jurisprudencia cómo estas conclusiones no son incompatibles prima facie válida desde la perspectiva constitucional, que el legislador prevea normas particulares de fomento a favor de la prensa escrita y digital, en razón de su evidente valor para el mantenimiento de la democracia pluralista. Sin embargo, esta alternativa no implica que necesariamente deban extender beneficios actualmente previstos en la ley, que regulan supuestos fácticos diferenciables, como sucede con la industria editorial. 

Por último, del análisis efectuado, la Corte concluyó que se demostró que los preceptos demandados en nada alteran la normatividad que protege el derecho de autor frente a todas las obras literarias, entre ellas, las que se publican a través de la prensa escrita y digital. Por ende, las disposiciones impugnadas de la Ley 98 de 1993 no interfieren en el goce efectivo de dicha garantía constitucional. Por consiguiente, los apartes demandados de los artículos 2º, 3º y 21 de la Ley 98 de 1993 resultan compatibles con la Constitución, frente a los cargos examinados. 

4.         Salvamento y aclaración de voto  

El magistrado Alberto Rojas Ríos manifestó su salvamento de voto respecto de la decisión de exequibilidad anterior, por considerar que la exclusión de la exención tributaria que hace la Ley 98 de 1993, en relación con los periódicos escritos y digitales, se traduce en una limitación indirecta de la libertad de prensa que desconoce valores democráticos.

Para el magistrado Rojas Ríos es indudable el rol preponderante que desempeñan la prensa, tanto escrita como digital, en la difusión de la cultura y la construcción de valores democráticos. Estos medios, son un vehículo de promoción y discusión de las ideas, y un mecanismo de control del manejo de la cosa pública. Dentro de nuestra historia es bien conocido el capítulo de la ingente labor de investigación y denuncia que han adelantado los medios escritos, poniendo incluso en riesgo la integridad, tanto de quienes desarrollan la actividad periodística en los diarios como la existencia de estos. En tal sentido, la imposición de obligaciones tributarias mayores a las de otras industrias de carácter cultural, conlleva la afectación de su actividad y de su proliferación, lo que necesariamente redunda en detrimento de su función. En efecto, el control de la actividad pública y la formación de la opinión política resultan afectados ya que cuanto menos medios masivos de comunicación escritos o digitales existan, menos control sobre la actividad pública en todos los niveles habrá y menos posibilidades de difusión de ideas.

El magistrado advirtió que no resulta ajena la precaria situación que viene atravesando, en virtud de la coyuntura financiera que se ha dado de tiempo atrás, la prensa tanto escrita como digital, particularmente notoria en los ámbitos regionales, donde algunas han desaparecido, lo que lleva a plantear la necesidad de otorgar incentivos para hacerla viable. Lo contrario, esto es, no tener en consideración su propia índole, podría afectar su supervivencia, especialmente en el ámbito regional. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos en su Opinión Consultiva OC-5/85, hizo referencia a la estrecha relación existente entre democracia y libertad de expresión, de la cual la libertad de prensa es corolario, al establecer que: “ [...] la libertad de expresión es un elemento fundamental sobre el cual se basa la existencia de una sociedad democrática. Es indispensable para la formación de la opinión pública. Es también conditio sine qua non para que los partidos políticos, los sindicatos, las sociedades científicas y culturales, y en general, quienes deseen influir sobre la colectividad puedan desarrollarse plenamente. Es, en fin, condición para que la comunidad, a la hora de ejercer sus opciones esté suficientemente informada. Por ende, es posible afirmar que una sociedad que no está bien informada no es plenamente libre”.

A juicio del magistrado Rojas Ríos, un efecto de la exclusión de los actores de la prensa escrita y digital de la exención tributaria a la que se refiere la ley 98 de 1993 es desincentivar su actividad lo que necesariamente repercute en la vulneración de los valores democráticos de inclusión, participación y control político y social. Sin lugar a dudas, la ley 98 de 1993, en el ámbito objeto de análisis, “impide el ejercicio de las libertades de información, de fundar medios masivos de comunicación y la libertad de empresa” por cuanto “excluye a la prensa escrita y digital de los beneficios en ella contenidos, entre ellos, la exención del impuesto a la renta de que trata el artículo 21 de esa normatividad”. 

Por lo anterior, el magistrado Alberto Rojas Ríos se apartó de la declaración pura y simple de exequibilidad de los artículos 2°, 3° y 21 (parciales) de la Ley 98 de 1993 adoptada en el numeral primero de la parte resolutiva de esta providencia. En su criterio, lo procedente hubiera sido reconocer la omisión legislativa relativa que se produjo al excluir de los beneficios e incentivos a la prensa escrita y digital, a pesar de su análoga condición a la industria cultural. De esta forma, la decisión debería haber sido la declaración de la exequibilidad condicionada de las normas acusadas, en el entendido que dentro de los diversos tipos de impresos que se incluyen en la ley demandada se comprenda a la prensa escrita y digital.

De otra parte, la magistrada María Victoria Calle Correa se reservó la presentación de una aclaración de voto. 
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